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Exp. 825/2023/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 825/2023/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACÍON TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI; E INSPECTOR ADSCRITO A  LA DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI

	MAGISTRADO: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a veintisiete de agosto de dos mil veinticuatro. 
V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 825/2023/2, promovido por el C. **********, en su carácter de apoderado general judicial para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada “**********, señalando como autoridades demandadas al Titular de la Dirección de Administración Territorial y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; e Inspector adscrito a la Dirección de Administración Territorial y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecisiete de agosto de dos mil veintitrés, el C. **********, en representación legal de la persona moral denominada “**********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra de las autoridades y por los actos precisados en su demanda.

II.- Mediante proveído de ocho de septiembre de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda, y se ordenó correr el traslado correspondiente a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas, para que dentro del plazo de ley contestaran lo que a su derecho conviniera, así mismo se dio vista al superior jerárquico de las autoridades demandadas.
III.- A través del proveído de seis de noviembre de dos mil veintitrés, se tuvo a la Titular de la Dirección de Administración Territorial y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por si y como superior jerárquico del Inspector adscrito a la citada Dirección por contestando la demanda; ordenándose, que con la copia simple del oficio de contestación y sus anexos, se corriera traslado a la accionante para los efectos legales que en su derecho correspondieran.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora.

1.- Copia certificada del instrumento notarial que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

2.- Copia certificada del contrato de arrendamiento de fecha primero de octubre de dos mil trece, que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas de su demanda.

3.- Copia certificada de la constancia de factibilidad, que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

4.- Copia certificada del Convenio Modificatorio de fecha primero de enero de dos mil catorce, que detalla como anexo 4, del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

5.- Copia certificada del Acta de Asamblea contenida en el instrumento notarial, que detalla como anexo 5, del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

6.- Copia certificada de la escritura pública que detalla como anexo 6, del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

7.- Copia certificada del Segundo Convenio Modificatorio de primero de Julio de dos mil veinte, que detalla como anexo 7, del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

8.- Copia certificada de la escritura pública que detalla como anexo 8, del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

9.- Documental fotográfica que detalla como anexo 9, del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

10.- La instrumental de actuaciones.

11.- La presuncional legal y humana.

A las autoridades demandadas, las siguientes pruebas: 

1.- Copia certificada de su nombramiento.

2.- Copia certificada del oficio de comisión, orden de inspección, citatorio y acta circunstanciada de inspección con número de folio **********.

3.- Copia certificada de la orden de suspensión y acta circunstanciada de ejecución de orden de suspensión con número de folio **********.

4.- La instrumental de actuaciones.

5.- La presuncional legal y humana.

Por otra parte, y toda vez que las autoridades demandadas exhibieron en su contestación los actos impugnados consistentes en copia certificada del oficio de comisión, orden de inspección, citatorio y acta circunstanciada de inspección con número de folio **********, de la orden de suspensión y acta circunstanciada de ejecución de orden de suspensión con número de folio **********, con fundamento en el artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días para que ampliara su demanda, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía por precluido su derecho para formularla, y en consecuencia se le tendría por no ampliada su demanda.
IV.- A través del proveído de veintisiete de noviembre de dos mil veintitrés, se tuvo a la parte actora por interponiendo la ampliación de demanda, por lo que se ordenó que se corriera traslado a las autoridades demandadas, para que contestara la misma. 
V.- A través del proveído de quince de enero de dos mil veinticuatro, se tuvo a la autoridad demandada por precluido el derecho de contestar la ampliación de demanda, y por contestando los hechos de la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, en virtud de que no lo hicieron en el término concedido.

Por otra parte, se señalaron las once horas del siete de febrero de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora indicadas en el punto resolutivo anterior, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

UNICO.- Esta Segunda Sala Unitaria, advierte que carece de competencia para conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que la impugnación de los actos señalados por la parte actora, resulta improcedente ante este Tribunal, en atención a las consideraciones siguientes:
Ello se estima así, toda vez que de la lectura integral de la demanda de nulidad se advierte que el actor hizo consistir como actos administrativos impugnados los siguientes:
“a). La omisión de notificación por parte de las autoridades responsables del procedimiento administrativo que generó la imposición de sellos de clausura efectuada en la torre de telecomunicaciones propiedad de mi representada que se encuentra localizada en la fracción de terreno de 100 m2 ubicada en **********, en la Municipalidad de San Luis Potosí.”

“b) La ilegal imposición de sellos de clausura en la torre de telecomunicaciones propiedad de mi representada que se encuentra localizada en la fracción de terreno de 100 m2 ubicada en **********, en la Municipalidad de San Luis Potosí.”

“c) La clausura de la torre de telecomunicaciones en la fracción de terreno de 100 m2 ubicada en **********, en la Municipalidad de San Luis Potosí.”

d) Deben estimarse también como actos reclamados, todos aquellos que las autoridades demandadas o sus subordinados jerárquicos pretendan realizar, durante la substanciación del juicio, derivados de los actos que ahora se impugnan y que son señalados en esta demanda de nulidad.”
Ahora bien, derivado de un análisis integral realizado al escrito inicial y sus respectivos anexos, se advierte que la naturaleza de los actos identificados en el capítulo correspondiente, se encuentra en la submateria del derecho administrativo de las telecomunicaciones, al tratarse de cuestiones concernientes a la infraestructura destinada al servicio de las redes de telefonía celular.

Lo anterior es así, toda vez que los actos impugnados en los incisos de referencia tienden a determinar la legalidad o ilegalidad de los sellos de clausura de una antena para el uso de telefonía celular.

De conformidad con lo anterior, se determina que este Órgano Jurisdiccional no es competente materialmente para conocer los actos impugnados; toda vez que derivado de su naturaleza se desprende que la misma debe ser conocida por los Tribunales especializados en materia de competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 5° de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, disposición que a continuación se cita para efectos de un mejor entendimiento:

“Artículo 5. Las vías generales de comunicación, la obra civil y los derechos de paso, uso o vía, asociados a las redes públicas de telecomunicaciones, las estaciones de radiodifusión y equipos complementarios, así como los sistemas de comunicación vía satélite materia de la Ley y los servicios que con ellas se presten, son de jurisdicción federal.

Se considera de interés y utilidad públicos la instalación, operación y mantenimiento de infraestructura destinada al servicio de las redes públicas de telecomunicaciones, las estaciones de radiodifusión y equipos complementarios, las cuales estarán sujetas exclusivamente a los poderes federales, en sus respectivos ámbitos de atribuciones, debiendo respetarse las disposiciones estatales, municipales y del Distrito Federal que resulten aplicables en materia de desarrollo urbano.

No podrán imponerse contribuciones u otras contraprestaciones económicas adicionales a las que el concesionario haya pactado cubrir con el propietario de un inmueble para instalar su infraestructura.

El Ejecutivo Federal, los Estados, los Municipios y el Gobierno del Distrito Federal en el ámbito de sus atribuciones, colaborarán y otorgarán facilidades para la instalación y despliegue de infraestructura y provisión de los servicios públicos de interés general de telecomunicaciones y radiodifusión. En ningún caso se podrá restringir la instalación de infraestructura de telecomunicaciones y radiodifusión para la prestación de los servicios públicos que regula esta Ley.

Las controversias entre los concesionarios y la Federación, las Entidades Federativas y los Municipios, relacionadas con lo previsto en el presente artículo, serán resueltas por los tribunales especializados en materia de competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones.”

(El énfasis es propio)


No es óbice a lo anterior, lo dispuesto por el numeral en cita en el sentido de que se deberán respetar las disposiciones estatales, municipales y del Distrito Federal que resulten aplicables en materia de desarrollo urbano, toda vez que de acuerdo a la interpretación sistemática de la norma, la controversia que se derive por la aplicación de estas disposiciones, independientemente de la autoridad que las ejerza, deberá ser resuelto por los tribunales especializados en telecomunicaciones.

En consecuencia, al existir un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, establecida en el artículo 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE DECLARA LA INCOMPETENCIA, ya que este Órgano Jurisdiccional no ostenta competencia para conocer de actos de naturaleza relativa a la submateria del derecho administrativo de las telecomunicaciones.

Lo anterior determinación, no implica una vulneración del derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. 

En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la incompetencia por razón de la materia, este Órgano Jurisdiccional no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente; por tanto, se pone a disposición de la parte promovente los anexos que fueron agregados a su escrito inicial de demanda, mismos que podrán ser solicitados en la Secretaría de Acuerdos de esta Segunda Sala Unitaria, previa identificación, copia certificada y toma de razón que se deje en autos.
Sustenta el criterio anterior, lo determinado por la Segunda Sala del Alto Tribunal en la tesis de jurisprudencia localizable con los siguientes datos: Décima Época; Instancia: Segunda Sala; Registro digital: 2010356; Materias(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 146/2015 (10a.); Tipo: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II; Página 1042, que dicta lo siguiente: 

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.- Cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, deberá declarar la improcedencia del juicio en términos del artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente…”.

Por lo expuesto y fundado y con apoyo en los artículos 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se;

R E S U E L V E
PRIMERO.- Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el considerando Único de la presente resolución.
SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por correo electrónico a la autoridad demandada.


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
